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ASUNTO A TRATAR
Procede la Sala a dirimir el conflicto de jurisdicciones suscitado entre la FISCALÍA CUARENTA Y SIETE ESPECIALIZADA DE LA UNIDAD NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO, y el JUZGADO OCTAVO DE INSTANCIA DE BRIGADAS con ocasión del conocimiento del proceso penal iniciado en averiguación de responsables por el Juzgado 25 de Instrucción Penal Militar, por el delito de Homicidio contemplado en el artículo 103 del Código Penal Militar (Ley 522 de 1999), por hechos ocurridos el 27 de agosto de 2004 en la vereda Morrón, jurisdicción del Municipio de la Ceja (Antioquia) cuando por contacto armado con tropas del escuadrón BRIOSOS – Orgánico del Grupo de Caballería Mecanizado No 4 “Juan del Corral” del Ejercito Nacional, perdieron la vida REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS y un NN de sexo masculino, presuntos integrantes de las Autodefensas ilegales “Héroes de Granada”.

ANTECEDENTES Y TRÁMITE PROCESAL 

1.-  De acuerdo a la información suministrada por el Comandante Viceprimero  PEDRO TOBÍAS APOLINAR GUEVARA del Grupo de Caballería Mecanizado No 4 “Juan del Corral”, quien dio a conocer los hechos ocurridos el 27 de Agosto de 2004, cuando siendo aproximadamente las 04.30 horas, en la Vereda Morón Jurisdicción del Municipio de la Ceja (Antioquia), en desarrollo de la operación “Espartaco” cumpliendo misión táctica “Afluente” donde tropas del escuadrón BRIOSO – orgánico del Grupo de Caballería Mecanizado No 4 “Juan del Corral”,  entraron en contacto armado con un grupo de terroristas y como resultado de dicho enfrentamiento se dio la muerte a REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS y un NN de sexo masculino, presuntos integrantes de las Autodefensas Ilegales “Heroes de Granada” que operaba en el sector según informes de inteligencia, encontrándose en el lugar del deceso varios elementos de guerra entre los cuales se encontraba un fusil AK 47, dos chalecos con 7 proveedores para AK 47, dos granadas de mano, una charanga con doble repetición calibre 12mm, tres cartuchos 12mm, 135 cartuchos para AK 47, un equipo de campaña, una mina antipersonal,  los cuales puso en conocimiento al Juez 25 de Instrucción Penal Militar (Fl 1 a 3 c.o).
2.- El Juzgado 25 de Instrucción ante la Cuarta Brigada del Ejército Nacional, mediante auto de fecha 14 de Septiembre de 2004, ordenó la apertura de la correspondiente INDAGACIÓN PRELIMINAR PENAL EN AVERIGUACIÓN DE RESPONSABLES y como pruebas decretó escuchar en diligencia de declaración a todas y cada una de las personas que de una u otra forma hayan tenido conocimiento de los hechos, escuchar en diligencia de versión libre y espontánea a la persona o personas que el transcurso de la investigación resulten implicadas y así mismo se tenga en cuenta como prueba los documentos remitidos mediante oficio No 7564 de fecha 30 de agosto de 2004, como son el informe de bajas, informe al comando de la cuarta brigada, acta del material de guerra, copia del acta de levantamiento, copia de la orden de operaciones, copia de las lecciones aprendidas, copia del informe de patrullaje y fotografías.
3.- Conforme a lo anterior el Juzgado 25 de Instrucción Penal Militar escuchó en declaración al Teniente JUAN PABLO HURTADO MARIÑO (Fl.14 a 17 c.o), quien manifestó que aproximadamente a las 04:30 a.m del día 27 de agosto de 2004, en la Vereda Morrón, Jurisdicción del Municipio de la Ceja (Antioquia), lugar donde los supuestos bandidos iban a recibir una extorsión, se tiene contacto armado con estos terroristas de las AUC, los cuales apenas vieron la presencia del Ejercito empezaron a disparar por lo que la tropa contesto al fuego enemigo, logrando dar de baja a dos sujetos presuntamente pertenecientes a este grupo terrorista, aduce que estas personas se encontraban de 15 a 25 metros de distancia. Así mismo se recibió la declaración de otros miembros del Ejército Nacional que participaron en la misión enunciada, los cuales coinciden en que al ser atacados reaccionaron de igual forma, produciéndose una muerte en combate. 

4.- Mediante declaración realizada el 30 de agosto de 2004 ante la Fiscalía Delegada Ante Jueces Penales del Circuito de Rio negro (Antioquia), la señora GLADYS ESTELLA OSORIO RÍOS, manifiesta ser la hermana del señor REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS, aduce que el occiso no era integrante de ningún grupo terrorista, era vicioso pero que nunca se ausentaba del barrio donde vivían, que este no tenía armas ni sabía manipularlas, el día de la desaparición llegó un muchacho y le dijo que lo acompañara a descargar un carro con llantas (Fl. 76 a 77). Así mismo se recibió declaración el día 30 de agosto de 2004 al señor FABIO DE JESÚS MUÑOZ CASTRILLÓN, quien dijo conocer al señor Reinel Osorio, manifestando no tener conocimiento que éste perteneciera a algún grupo al margen de la ley, lo único que había escuchado es que para el día cuando este despareció se lo llevaron para un trabajo aproximadamente a las 06:30 a.m.

5.- Así mismo el Instituto Colombiano de Medicina Legal y Ciencias Forenses Regional Oriente – Seccional Meta mediante informe No 2004P-00142 y 2004P-00143 determinó como manera aparente de muerte violenta – homicidio y como causa o mecanismo de muerte proyectil de arma de fuego de alta velocidad realizados a una distancia mayor de 1.20 metros (Fl. 103 a 117c.o).

6.-  Mediante informe pericial de Lofoscopia No 051 proferido por CTI de Antioquia determinó que las impresiones dactilares en la tarjeta de Necrodactilia y que fueron tomadas a un cadáver NN de sexo masculino, dado de baja por el Ejército Nacional, el día 27 de agosto de 2004 pertenecen a REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS, sin que se logre hasta el momento la plena identificación del otro cadáver (Fl. 135 a 139 c.o).

7.- Por proveído de fecha 17 de Julio de 2005 el Juzgado Veinticinco de Instrucción Penal Militar se inhibió de abrir investigación Penal formal pues considera que la actuación efectuada por los miembros de la tropa es atípica debido a que las pruebas allegadas al expediente la  conducta se encuentra amparada dentro de causal de justificación enunciada en la causal 1 Artículo 34 del código Penal Militar que dispone “cuanto se estaba  obrando en estricto cumplimiento de un deber legal”, y adicionalmente porque a juicio de esa Fiscalía se encontraban incursos en la causal de Justificación relacionada en el artículo 34 numeral 4 de esta misma normatividad la cual preceptúa “cuando se obre por la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra injusta agresión actual inminente, siempre que la defensa sea proporcional a la agresión” (Fl 176 a 189 c.o).

8.- La señora Gladys Estella Osorio en entrevista el 18 de marzo de 2009 recibida por la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz, manifiesta que su hermano el occiso fue sacado a la fuerza de su casa el día 23 de agosto de 2004 a las 06:14 am, por un miembro de las AUC que se encontraba armado (Fl 241 a 244).

9.- Mediante entrevista efectuada el 03 de abril de 2009 por la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz de la Fiscalía General al postulado Edwin Yamid Alzate Correa, este manifiesta conocer las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrió la muerte del occiso, aduciendo que éste era apodado como pájaro y que fue sacado de su casa, estuvo retenido en las AUC amarrado para que hiciera parte de ellas, pero finalmente fue entregado al ejército al parecer al Batallón Juan del Corral” (Fl 220 a 229).

10.- La Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, mediante auto de fecha 22 de Junio de 2010 solicita al Juez Veinticinco de Instrucción Penal Militar las actuaciones llevadas por este despacho hasta al momento por cuanto considera que el homicidio del señor Reinel de Jesús Osorio no es un acto relacionado con el servicio sino que el material probatorio apunta a señalar que podría estarse frente a una grave infracción al Derecho Internacional Humanitario, al haberse involucrado a un civil al conflicto armado, y por lo tanto en caso de que este Juzgado no llegase a cumplir los planteamientos formulados propone conflicto positivo de competencia para ser dirimido por el Consejo Superior de la Judicatura (Fl 203 a 213).

11.- Por proveído de fecha 23 de marzo de 2011 el Juzgado Octavo de Instancia propone conflicto de jurisdicción y competencia positiva, enviando el expediente al Consejo Superior de la Judicatura, por cuanto estima que los hechos guardan directa relación con el servicio, en tanto que se trataba de miembros activos del Ejercito Nacional en cumplimiento de una operación y, por ende, en desarrollo de las finalidades primordiales para las que fueron instituidos, tendientes a mantener la integridad del territorio nacional y el orden constitucional (Fl. 247 a 264).

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Competencia.- La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para dirimir conflictos como el que aquí se plantea, en virtud del mandato consagrado en el artículo 256 numeral 6 de la Carta Política, en armonía con lo dispuesto en el artículo  112 numeral 2 de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la Administración de Justicia).

De los conflictos penales en la Ley 906 de 2004.- Antes de que se produjera el tránsito en nuestro ordenamiento jurídico, del sistema penal dispositivo característico del Código de Procedimiento Penal contenido en la Ley 600 de 2000, al sistema Acusatorio conforme al mandato constitucional del Acto Legislativo Nº03 de 2002, desarrollado en la Ley 906 de 2004, con fundamento en las normas que acaban de citarse, tradicionalmente esta Superioridad venía sosteniendo que, para entender debidamente trabado un conflicto de jurisdicciones, se requería como elemento esencial, la presencia de una disputa entre dos autoridades, bien fuera reclamando ambas la competencia para dirimir un litigio (conflicto positivo), o ambas rehusando su conocimiento (conflicto negativo). Así, entonces, se tenía sentado lo siguiente: 
“...Concepto jurídico de jurisdicción.  En sentido propio se define como la soberanía del Estado, ejercida por conducto de una de sus ramas del poder público, destinada a la administración de justicia, con el fin de satisfacer intereses generales y, en particular, de aplicar el derecho material a un caso particular y concreto, caracterizándose por ser general, exclusiva, permanente e independiente; dividiéndose para su funcionamiento  de acuerdo a la pretensión reclamada.

Entonces tenemos que, el conflicto se presenta cuando dos o mas funcionarios investidos de competencia de distinta jurisdicción, se disputan el conocimiento de un proceso, bien por considerar, que no les corresponde,  evento en el cual será negativa o por que estiman ambas que es de su incumbencia, caso en el cual será positiva, es así como para su configuración es preciso que se den varios presupuestos.

1. Que el funcionario judicial esté  tramitando  determinado proceso. 

2. Que surja disputa entre el funcionario que conoce y otro u otros acerca de quien debe conocerlo.

3. Que el proceso se halle en trámite, esto es que no haya sido fallado.

4. Que los funcionarios entre quienes se disputan formen parte de distinta jurisdicción”
.
Conforme a lo anterior resulta claro que el conflicto se encuentra debidamente trabado, por cuanto el homicidio ocurrió el 27 de Agosto de 2004 fecha en la cual todavía no había entrado a regir la Ley 906 de 2004 en nuestro país, es decir el Nuevo Sistema Penal Acusatorio, y por tanto el Fiscal Cuarenta y Siete Especializado de la Unidad Nacional de Derechos Humanos como el Juzgado Octavo de Brigadas se encuentran plenamente facultados para proponer el conflicto aquí suscitado, en su calidad de sujetos procesales conforme a los principios de la Ley 600 de 2000.
Problema Jurídico.- Se circunscribe a establecer: I) Sí en atención a los Homicidios cometidos en las personas de REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS y un NN masculino, por tropas del escuadrón BRIOSOS – Orgánico del Grupo de Caballería Mecanizado No 4 “Juan del Corral” del Ejército Nacional, los cuales se encuentran en averiguación de responsables, debe ser investigado por la Justicia Penal Militar o por la Justicia Penal Ordinaria.- y  II) Qué delitos se realizan con relación, en conexidad o con ocasión del cargo o del servicio y cuando ellos son de competencia de la Justicia Castrense.
Caso Concreto.- Lo constituye la investigación penal en averiguación de responsables por la presunta comisión del delito de Homicidio cometido en la persona de REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS y un NN MASCULINO, por hechos ocurridos el 27 de Agosto de 2004 en la Vereda Morrón, jurisdicción del Municipio de la Ceja (Antioquia), cuando por contacto armado con tropas del escuadrón BRIOSOS – Orgánico del Grupo de Caballería Mecanizado No 4 “Juan del Corral” del Ejercito Nacional, perdieron la vida.

De conformidad con lo establecido en el artículo 221 de la Carta Política, modificado por el artículo 1º del Acto Legislativo 2 de 1995, se tiene que, “De los delitos cometidos por los miembros de la fuerza pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales cortes o tribunales estarán integrados  por miembros de la fuerza pública en servicio activo o en retiro”.

Por su parte, la Corte Constitucional en reiteradas oportunidades se ha pronunciado sobre este tema y por ello  la sentencia C.-047 de 1996,dijo sobre la competencia de la jurisdicción penal militar, lo siguiente:

El órgano jurisdiccional al que se le ha confiado la misión de ejercer la justicia Penal Militar, aún cuando se presenta como poder jurisdiccional específico, está sometido a la Constitución al igual que todo órgano que ejerza competencias estatales. Por consiguiente, su organización y funcionamiento necesariamente debe responder a los principios constitucionales que caracterizan a la administración de justicia. Se establece un fuero especial para los miembros de la fuerza pública que estén en servicio activo y en relación con el mismo servicio. Toda especie (y el fuero no es una excepción sino una especie) se somete al género, en este caso la Constitución“. (Negrillas fuera del texto)
Así mismo, en materia de definición de competencia, el artículo 93 del Código de Procedimiento Penal, (Ley 600 de 2000, vigente para la época de los hechos), señala: 
“Concepto. Hay colisión de competencias cuando dos o más funcionarios judiciales consideren que a cada uno de ellos corresponde adelantar la actuación, o cuando se niegan a conocerla por estimar que no es de competencia de ninguno de ellos.

También procede cuando tratándose de delitos conexos, se adelanten varias actuaciones procesales de manera simultánea”.

A su vez, el Artículo 95 de la Ley 600 de 2000, dispone el procedimiento que se debe efectuar frente a la colisión de competencias de la siguiente manera:
“ La colisión puede ser provocada de oficio o a solicitud de los sujetos procesales, cuando existan razones serias y así lo indique el acervo probatorio.

El funcionario judicial que la proponga se dirigirá al otro exponiendo los motivos que tiene para conocer o no del caso concreto. Si éste no lo aceptare, contestará dando la razón de su renuencia, y en tal caso dará cuenta al funcionario judicial competente, para que dentro de los tres (3) días siguientes decida de plano la colisión”.
Y, el artículo 273 del Código Penal Militar, (ley 522 de 1999) preceptúa:

“Hay colisión de competencias cuando dos (2) o más jueces de conocimiento o fiscales, reclaman que a cada uno de ellos corresponde exclusivamente el conocimiento o tramitación de un proceso penal, o cuando se niegan a conocer de él por estimar que no es de la competencia de ninguno de ellos.” 

Ahora bien, en el caso que ocupa la atención de la Sala, resultan aplicables las normas anteriores y conforme a ello se evidencia que concurren las exigencias tendientes para dirimir el conflicto positivo de jurisdicción, advirtiendo de entrada que la Sala opta por dirimir el conflicto de jurisdicción, asignando el conocimiento del asunto a la Jurisdicción Penal Ordinaria, con fundamento en las siguientes razones:
Se hace necesario señalar que el argumento del Juzgado Octavo de Instancia de Brigadas, para no desprenderse del conocimiento de la presente investigación, no está llamado a prosperar, ello, porque las pruebas recaudadas a los militares y demás probanzas que militan en el informativo, refieren hechos que ponen de manifiesto sobre los móviles que incidieron en la muerte de REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS y un NN MASCULINO, que permiten ver que en ese lamentable suceso se encuentran presuntamente implicados algunos militares, al no obrar dentro de los deberes contemplados por la Ley, circunstancias éstas que generan dudas que se expondrán a continuación sobre la forma en que predican los militares se desarrollaron los acontecimientos.

En primer lugar y de acuerdo a la declaración rendida por la señora GLADYS ESTELLA OSORIO, esta manifiesta ser la hermana del señor REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS, menciona que el occiso no era integrante de ningún grupo terrorista, si bien es cierto este era vicioso pero nunca se ausentaba del barrio donde vivían, además este no tenía armas ni sabía manipularlas. Adicionalmente manifestó ante la Unidad Nacional de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación que su hermano fue sacado a la fuerza por un hombre armado aproximadamente a las 6:30 a.m.

De igual forma, obra declaración del señor FABIO DE JESÚS MUÑOZ CASTRILLÓN, quien dijo conocer al señor Reinel Osorio, manifestando no tener conocimiento que este pertenecería a algún grupo al margen de la ley, lo único que había escuchado es que el día cuando éste despareció se lo llevaron para un trabajo aproximadamente a las 06:30 a.m.

Es así, que dichas declaraciones son contundentes y coherentes, en afirmar que el occiso no pertenecía a ningún grupo al margen de la ley, no portaba armas, no tenía problemas con nadie y lo cual no nos permiten pregonar con el grado de certeza que se trataba de un miembro de algún grupo subversivo. Del contexto de estas pruebas, no se encuentra certeza si efectivamente los militares involucrados dieron de baja a la víctima cumpliendo el referido operativo militar, y en ese orden de ideas, no existe la posibilidad en aceptar que hay total claridad sobre la forma como acontecieron los hechos.

También obra en las diligencias las versiones libres y declaraciones rendidas por algunos militares las cuales son inconsistentes por cuanto el Teniente Juan Pablo Mariño aduce que en el momento del enfrentamiento los subversivos  se encontraban a 15 a 20 metros de distancia (Fl 33 a 37), a su vez el Cabo tercero Jhon Jairo Quintero manifiesta que se encontraban a 35 metros (Fl 99 a 102), y el Soldado profesional Armando de Jesús Herrera indica que los abatidos se encontraban de 40 a 60 metros de distancia (Fl 121 a 123).

Adicionalmente resulta altamente incongruente lo manifestado por los militares por cuanto estos indican en las declaraciones que las personas que fueron abatidas en la operación del 27 de agosto de 2004 ocurrieron a las 04:30 a.m y la señora GLADYS ESTELLA OSORIO indica que la última vez que vió con vida a su hermano fue a las 6:30 a.m.

Por último es necesario tener en cuenta lo declarado por el señor Edwin Yamid Alzate Correa, por cuanto este aduce que conoció al occiso y que este era apodado como el pájaro, fue sacado de su casa y estuvo retenido en las AUC amarrado para que hiciera parte de ellas, pero finalmente fue entregado al ejercito al parecer al Batallón Juan del Corral” (Fl 220 a 229).

Así las cosas, las pruebas señaladas en las causas respectivas, no dan certeza sino que al contrario ponen en entredicho la forma como acontecieron los hechos donde perdieron la vida REINEL DE JESÚS OSORIO RIOS y un NN MASCULINO a manos de miembros del Ejército Nacional.

La Corte Constitucional en Sentencia C-358 de 2007,
 hace precisiones que analizadas, conllevan a fijar el presente asunto a la Jurisdicción Penal Ordinaria. Sobre el tema el máximo organismo constitucional, ha precisado:  

“Para que un delito sea de competencia de la justicia penal militar  debe existir un vínculo claro de origen entre él  y la actividad del servicio, esto es, el hecho punible debe surgir como una extralimitación o un abuso de poder ocurrido en el marco de una actividad ligada directamente a una función propia del cuerpo armado. Pero aún más, el vínculo entre el delito y la actividad propia del servicio debe ser próximo y directo, y no puramente hipotético y abstracto. Esto significa que el exceso o la extralimitación deben tener lugar durante la realización de una tarea que en sí misma constituya un desarrollo legítimo de los cometidos de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. Por el contrario, si desde el inicio el agente tiene propósitos criminales, y utiliza entonces su investidura para realizar el hecho punible, el caso corresponde a la justicia ordinaria, incluso en aquellos eventos en que pudiera existir una cierta relación abstracta entre los fines de la Fuerza Pública y el hecho punible del actor. En efecto, en tales eventos no existe concretamente ninguna relación entre el delito y el servicio, ya que en ningún momento el agente 

estaba desarrollando actividades propias del servicio, puesto que sus comportamientos fueron ab initio criminales. 

.” La relación con el servicio debe surgir claramente de las pruebas que obran dentro del proceso. Puesto que la justicia penal militar constituye la excepción a la norma ordinaria, ella será competente solamente en los casos en los que aparezca nítidamente que la excepción al principio del juez natural general debe aplicarse. Ello significa que en las situaciones en las que exista duda acerca de cuál es la jurisdicción competente para conocer sobre un proceso determinado, la decisión deberá recaer en favor de la jurisdicción ordinaria, en razón de que no se pudo demostrar plenamente que se configuraba la excepción”.  Subrayas fuera del texto.
Esta Corporación, a través de su línea jurisprudencial, sobre este punto, igualmente en decisión del 10 de agosto de 2009, dijo:”Nótese que sobre las circunstancias modales y temporales en que se perpetraron los hechos endilgados a los uniformados, vale decir, la forma como contactaron a las víctimas, como acordaron, según lo estableció la Fiscalía, montar un retén para hacer entrega de los señores… y posteriormente ultimarlos y hacer aparecer su muerte como un operativo, impiden a esta superioridad reconocerle el fuero constitucional a fin de ser juzgado por la Justicia Penal Militar”
“Ajeno pues a la subsunción típica que el juez natural penal haga de la referida circunstancia, para esta superioridad, la sola situación que revela el escrito de acusación disuelve cualquier vínculo de los uniformados con el ejercicio legal y constitucional que les delegan normas superiores, circunstancia que obliga a la Sala a devolver las diligencias al representante de la justicia penal ordinaria”
.

En suma, frente a la duda que emerge en cuanto a si realmente la muerte del señor REINEL DE JESÚS OSORIO RÍOS y un NN MASCULINO ocurrió por el “Enfrentamiento armado” que se predica oficialmente, en razón a un ponderado e integral análisis del debate, y demás situaciones realmente acontecidas, la Sala resolverá el conflicto de jurisdicción, asignando el asunto a la Justicia Penal Ordinaria.
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria  del Consejo Superior de la Judicatura en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, 
RESUELVE:

PRIMERO.- DIRIMIR el conflicto suscitado entre la FISCALÍA CUARENTA Y SIETE (47) ESPECIALIZADA DE LA UNIDAD NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO y el JUZGADO OCTAVO DE INSTANCIA DE BRIGADAS, en el sentido de asignar el conocimiento del presente asunto a la Jurisdicción Penal Ordinaria, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO.- REMÍTASE el presente proceso a la FISCALÍA CUARENTA Y SIETE (47) ESPECIALIZADA DE LA UNIDAD NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS para lo de su cargo, conforme a lo expuesto en la parte considerativa y copia de la presente providencia al JUZGADO OCTAVO (8) DE BRIGADAS.

CÚMPLASE.
HENRY VILLARRAGA OLIVEROS                           JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

             PRESIDENTE                                                            VICEPRESIDENTE

Continúan firmas………………

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ   
               MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA                     

            MAGISTRADA                     

                               MAGISTRADA

ANGELINO LIZCANO RIVERA                          JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

            MAGISTRADO                                                             MAGISTRADO
PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

MAGISTRADO

YIRA LUCIA OLARTE AVILA
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